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RESOLUCIÓN de 5 de marzo de 2024, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, en el 
recurso interpuesto contra la negativa del registrador de la propiedad de Madrid n.º 29 a la cancelación de 
un derecho de usufructo. 
 

(BOE de 26 de marzo de 2024) 
 
SUMARIO: 
 

Registro de la Propiedad. Cancelación de usufructo, inscrito con carácter privativo por confesión del 
esposo fallecido, por fallecimiento de la usufructuaria. Consentimiento o intervención de los 
legitimarios al liquidar la sociedad de gananciales de la usufructuaria para ratificar el carácter 
privativo en el inventario, a efectos de salvaguardar la legítima. 
Se plantea el problema de determinar el régimen jurídico aplicable a los bienes confesadamente privativos, 
pues si no pueden ser tratados como privativos a todos los efectos, inter partes y frente a terceros, tampoco 
pueden ser reputados inequívocamente como gananciales. El artículo 1324 del Código Civil fue 
introducido por la reforma llevada a cabo por Ley de 13 de mayo de 1981, recogiendo la doctrina sentada 
por el Tribunal Supremo cuando el Código Civil prohibía las donaciones entre cónyuges, prohibición 
suprimida en la actualidad. De tal doctrina, reflejada en el indicado artículo 1324 del Código Civil, se deduce 
que este precepto reconoce valor probatorio entre los cónyuges a las manifestaciones que éstos hagan para 
fijar que determinados bienes son propios de uno de ellos, pero con la salvedad de que tales manifestaciones 
por sí solas no perjudicarán a los herederos forzosos del confesante. 
Por tanto, el fallecimiento del confesante tiene como consecuencia que la confesión no vincula a los 
legitimarios, salvo que éstos la corroboren. En otro caso, los legitimarios sólo se verán afectados si además 
son herederos y sólo en la parte de herencia que excediera del importe de su legítima, si bien no bastaría 
con invocar su condición de herederos forzosos para impugnar el carácter privativo que el causante atribuyó 
a los bienes adquiridos por su consorte, sino que tendrían que acreditar que con tal confesión se perjudican 
sus derechos legitimarios. Para ello, sería necesario practicar la partición hereditaria, con las 
correspondientes computaciones e imputaciones, al objeto de determinar si la confesión realizada, perjudica 
efectivamente la legítima, debiéndose recordar que la reducción de una donación inoficiosa no es un efecto 
producido ope legis, sino que se produce a petición de quien resulte legitimado por su cualidad de heredero 
forzoso y por el concurso del dato de hecho de la comprobada inoficiosidad de la disposición. En definitiva, 
al margen de algunas resoluciones judiciales que reconocen determinada eficacia a la confesión frente a los 
herederos forzosos tras el fallecimiento del confesante, creando una prueba de privatividad que les afecta y 
recayendo sobre dichos legitimarios la carga de la prueba necesaria para desvirtuar dicha presunción, lo 
cierto es que, en el ámbito registral, la norma del artículo 95.4 del Reglamento Hipotecario debe ser 
aplicada, mientras no sea derogada o declarada ilegal. 
Así, según la doctrina de este Centro Directivo la norma del artículo 95.4 del Reglamento Hipotecario es 
aplicable no sólo a los actos de enajenación del bien inscrito con carácter privativo, sino también a la 
adjudicación de éste mismo por herencia del cónyuge favorecido por la confesión, toda vez que para destruir 
la presunción de ganancialidad del artículo 1361 del Código Civil no es suficiente la confesión de un consorte 
sobre el carácter de la adquisición, pues ésta opera entre cónyuges (artículo 1324 del Código Civil), pero no 
ante terceros que se pudieran ver afectados, como son los posibles acreedores o legitimarios. En 
congruencia con ello, disuelta la sociedad de gananciales por fallecimiento del confesante, los actos de 
disposición necesitarían el consentimiento o intervención de los legitimarios y a la hora de liquidarla 
también ésta es preceptiva para la ratificación del carácter privativo en la confección del inventario, a los 
efectos de quedar salvaguardada la cuantía de su legítima. 

 
PRECEPTOS: 
 

Código Civil, arts. 469, 480, 513, 521, 1324, 1347 y 1361. 
Ley Hipotecaria de 1946, art. 18. 
Ley 1/2000 (LEC), art. 385. 
Decreto de 14 de febrero de 1947 (Rgto. Hipotecario), arts. 51, 93, 95 y 98. 

 
 En el recurso interpuesto por doña M. E. M. P. C. contra la negativa del registrador de la Propiedad de 
Madrid número 29, don Javier Stampa Piñeiro, a la cancelación de un derecho de usufructo. 
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I 

 
 En instancia suscrita por doña M. E. M. y doña M. A. P. C., con legitimación notarial de sus firmas, se 
solicitaba la cancelación del usufructo sobre dos terceras partes de determinada finca por fallecimiento de la 
usufructuaria, doña A. M. C. R. Este último hecho se acreditaba con el correspondiente certificado de defunción. 
Ambas solicitantes habían comprado dichas participaciones indivisas en nuda propiedad y la persona fallecida el 
usufructo, derecho este último que se inscribió con carácter privativo por confesión del cónyuge de la usufructuaria, 
ya fallecido. 
 

II 
 
 Presentada dicha instancia en el Registro de la Propiedad de Madrid número 29, fue objeto de la siguiente 
nota de calificación: 
 «Instancia con firma de fecha 14 de julio de 2023 por la Notario de Madrid, doña María Heredero Caballería. 
 Dicho documento causó el día 9 de octubre de 2023 el asiento de presentación número 842 del Diario 130. 
 El registrador de la Propiedad que suscribe, previo examen y calificación del documento precedente, de 
conformidad con los artículos 18 de la Ley Hipotecaria y 98 a 100 de su Reglamento suspende la inscripción del 
mismo por los siguientes hechos y fundamentos de derecho: 
 Hechos: Aparece inscrito el derecho de usufructo cuya cancelación se pretende conforme al artículo 1324 
del Código Civil. 
 Fundamentos de Derecho: Como ya entendió este Centro Directivo en Resolución de 13 de junio de 2003, 
para destruir la presunción de ganancialidad del artículo 1361 del Código Civil, no es suficiente la confesión de un 
consorte sobre el carácter de la adquisición, pues ésta opera entre cónyuges (artículo 1324 del Código Civil), pero 
no ante terceros que se pudieran ver afectados, como son los posibles acreedores o legitimarios. En congruencia 
con ello, disuelta la sociedad de gananciales por fallecimiento del confesante, los actos de disposición necesitarían 
el consentimiento o intervención de los legitimarios y a la hora de liquidarla también ésta es preceptiva para la 
ratificación del carácter privativo en la confección del inventario, a los efectos de quedar salvaguardada la cuantía 
de su legítima. Resolución 29 junio 2033 [sic] 
 Contra esta calificación registral negativa puede: (…) 
 La identidad del Registrador responsable será la del titular del Registro en cada momento.–Madrid, treinta 
y uno de octubre del año dos mil veintitrés.–El Registrador». 
 

III 
 
 Contra la anterior nota de calificación, doña M. E. M. P. C. interpuso recurso mediante escrito de fecha 15 
de diciembre de 2023 en el que alegaba el siguiente motivo: 
 «Único. El derecho de usufructo vitalicio, como su nombre indica, está ligado intrínsecamente a la vida del 
usufructuario, y por tanto se extingue por el mero hecho de su fallecimiento como establece el artículo 513-1.º del 
Código Civil: “el usufructo se extingue: 1.º por muerte del usufructuario”. 
 Por ello, acreditado el fallecimiento de doña A. M. C. A. con el certificado que se adjuntó en su día con la 
instancia, y cuya veracidad resulta indiscutible, desaparece el derecho de usufructo, deviene inexistente, y por 
aplicación del artículo 82 párrafo segundo de la Ley Hipotecaria, que dice: “Podrán, no obstante, ser canceladas sin 
dichos requisitos cuando el derecho inscrito o anotado quede extinguido por declaración de la Ley o resulte así del 
mismo título en cuya virtud se practicó la inscripción o anotación preventiva” procede su cancelación registral ya que 
el usufructo muere con la persona a la que estaba ligado. 
 El consentimiento de los legitimarios del cónyuge confesante de la privaticidad de la adquisición del 
usufructo que requiere el Sr Registrador en su calificación resulta improcedente e innecesaria, ya que no se trata de 
realizar un acto de disposición del derecho de usufructo para su transmisión o enajenación, sino de que éste ha 
desaparecido por su propia naturaleza, debiendo desaparecer también del Registro por obvias razones de 
coherencia». 
 

IV 
 
 Mediante escrito, de fecha 2 de enero de 2024, el registrador de la Propiedad mantuvo la calificación 
impugnada y elevó el expediente, con su informe, a este Centro Directivo. 
 

Fundamentos de Derecho 
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 Vistos los artículos 469, 480, 513, 521, 1324, 1347 y 1361 del Código Civil; 18 de la Ley Hipotecaria; 385 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 51, 93, 95 y 98 del Reglamento Hipotecario; las Sentencias de la Sala Primera 
del Tribunal Supremo de 2 de febrero de 1951 y 28 de octubre de 1965; las Resoluciones de la Dirección General 
de los Registros y del Notariado de 13 de febrero de 1999, 31 de enero de 1979, 15 de abril de 1980, 21 de enero 
de 1991, 25 de febrero de 1993, 7 de febrero de 1995, 11 de diciembre de 1999, 22 de mayo de 2000, 13 de junio 
y 16 de octubre de 2003, 15 de junio de 2009, 5 de marzo y 4 de octubre de 2010, 13 de abril y 20 de diciembre de 
2011, 29 de febrero, 8, 29 y 30 de junio y 28 de noviembre de 2012, 25 de julio y 13 de noviembre de 2017, 7 de 
noviembre de 2018 y 27 de febrero de 2019, y la Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública de 29 de junio de 2023. 
 1. Debe decidirse en este expediente si el derecho de usufructo sobre determinada finca comprado por 
una señora e inscrito con carácter privativo por confesión de su esposo –ya fallecido– puede cancelarse con la 
simple acreditación del fallecimiento de la usufructuaria, como sostiene la recurrente, o, como entiende el registrador, 
es necesario el consentimiento o intervención de los legitimarios al liquidar la sociedad de gananciales de la 
usufructuaria para la ratificación del carácter privativo de tal derecho en la confección del inventario, a los efectos 
de quedar salvaguardada la cuantía de su legítima. 
 2. La confesión de privatividad a que se refieren los artículos 1324 del Código Civil y 95.4 del Reglamento 
Hipotecario no aparece configurada en nuestro ordenamiento como una declaración de voluntad que fije frente a 
todos el carácter privativo del bien al que se refiere (sin perjuicio de su posible impugnación si se efectúa en fraude 
o perjuicio de terceros o no se corresponde con la realidad), sino como un simple medio de prueba de esta 
circunstancia, que opera en la esfera interconyugal y que carece de virtualidad para desvirtuar por sí sola la 
presunción de ganancialidad establecida en el artículo 1361 del Código Civil (cfr. artículo 1324 del Código Civil). 
Aunque también es cierto que esta presunción de ganancialidad tampoco es un título de atribución legal de esa 
cualidad a los bienes del matrimonio en tanto no conste que pertenecen privativamente a uno u otro cónyuge –o a 
ambos pro indiviso–, sino uno más de los medios de prueba (cfr. artículo 385 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y las 
Resoluciones de este Centro Directivo de 13 de febrero de 1999, 4 de octubre de 2010, 13 de abril de 2011, 29 de 
febrero y 8 de junio de 2012 y 29 de junio de 2023, entre otras). 
 Según la Resolución de este Centro Directivo de 8 de junio de 2012 «(…) la confesión de privatividad se 
configura como un negocio de fijación de la verdadera naturaleza del bien, cuando existe incertidumbre sobre su 
partencia a una u otra masa patrimonial. En resumen, respecto de los cónyuges, la confesión de privatividad se 
configura como un medio de prueba especialmente hábil para acreditar que la adquisición del bien se realizó por el 
patrimonio privativo de cónyuge del confesante. En definitiva, destruye el juego de las presunciones de los artículos 
1361 y 1441 del Código Civil, creando otra presunción de privatividad que puede ser destruida, a su vez por una 
prueba fehaciente y suficiente de la ganancialidad o privatividad del cónyuge confesante (…) una vez disuelto el 
matrimonio tendrá los efectos propios que le otorga la Ley de Enjuiciamiento Civil, un efecto limitado ya que dispone 
que tendrá eficacia probatoria si no lo contradice el resultado de las demás pruebas». 
 Por tales consideraciones se plantea el problema de determinar el régimen jurídico aplicable a estos bienes 
confesadamente privativos, pues si no pueden ser tratados como privativos a todos los efectos, «inter partes» y 
frente a terceros, tampoco pueden ser reputados inequívocamente como gananciales. 
Adviértase en este mismo sentido cómo el propio Reglamento Hipotecario, a la hora de fijar los términos de la 
inscripción de tales bienes, y a diferencia del criterio seguido en otros casos –cfr. sus artículos 93.1 y 95.1–, se 
abstiene de exigir su calificación en el asiento como privativos o gananciales, limitándose a ordenar que se inscriban 
a favor del cónyuge favorecido por la confesión, con expresión de esta circunstancia (cfr. artículo 95.4), 
produciéndose una cierta indeterminación registral en lo relativo al carácter de la titularidad de ese bien. Y es 
precisamente por esta indeterminación por lo que el Reglamento Hipotecario, ante la necesidad de evitar en todo 
caso el acceso al Registro de negocios eventualmente claudicantes, para la realización de actos dispositivos 
después del fallecimiento del cónyuge confesante, impone el consentimiento de los herederos forzosos de éste, 
salvo que el carácter privativo del bien resulte de la partición hereditaria. En este sentido se afirma que el artículo 
95, número 4, del Reglamento Hipotecario configura una auténtica limitación de las facultades que corresponden al 
favorecido por la confesión. 
 El artículo 1324 del Código Civil fue introducido por la reforma llevada a cabo por Ley de 13 de mayo de 
1981, recogiendo la doctrina sentada por el Tribunal Supremo, principalmente en sus Sentencias de 2 de febrero de 
1951 y 28 de octubre de 1965, que se dictaron cuando el Código Civil prohibía las donaciones entre cónyuges, 
prohibición suprimida en la actualidad. De la doctrina sentada por las Sentencias citadas y reflejada en el indicado 
artículo 1324 del Código Civil, se deduce que este precepto reconoce valor probatorio entre los cónyuges a las 
manifestaciones que éstos hagan para fijar que determinados bienes son propios de uno de ellos, pero con la 
salvedad de que tales manifestaciones por sí solas no perjudicarán a los herederos forzosos del confesante. Por 
tanto, el fallecimiento del confesante tiene como consecuencia que la confesión no vincula a los legitimarios, salvo 
que éstos la corroboren. En otro caso, los legitimarios sólo se verán afectados si además son herederos y sólo en 
la parte de herencia que excediera del importe de su legítima, si bien no bastaría con invocar su condición de 
herederos forzosos para impugnar el carácter privativo que el causante atribuyó a los bienes adquiridos por su 
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consorte, sino que tendrían que acreditar que con tal confesión se perjudican sus derechos legitimarios. Para ello, 
sería necesario practicar la partición hereditaria, con las correspondientes computaciones e imputaciones, al objeto 
de determinar si la confesión realizada, perjudica efectivamente la legítima, debiéndose recordar que la reducción 
de una donación inoficiosa no es un efecto producido «ope legis» sino que se produce a petición de quien resulte 
legitimado por su cualidad de heredero forzoso y por el concurso del dato de hecho de la comprobada inoficiosidad 
de la disposición. 
 En definitiva, al margen de la existencia de algunas resoluciones judiciales que reconocen determinada 
eficacia a la confesión frente a los herederos forzosos tras el fallecimiento del confesante, creando una prueba de 
privatividad que les afecta y recayendo sobre dichos legitimarios la carga de la prueba necesaria para desvirtuar 
dicha presunción, lo cierto es que, en el ámbito registral, la norma del citado artículo 95.4 del Reglamento Hipotecario 
debe ser aplicada, mientras no sea derogada o declarada ilegal. 
 No obstante, esta Dirección General ha puesto de relieve que, aunque el citado precepto reglamentario no 
establece distinción cuando exige, en tales casos, el consentimiento de los herederos forzosos del cónyuge 
confesante para la inscripción de la enajenación realizada por el supérstite, dicha regla no es aplicable cuando los 
derechos legitimarios aparecen configurados como un mero derecho a un valor patrimonial atribuible por cualquier 
título (como ocurre con la legítima en Derecho catalán conforme al artículo 451-1 del Código Civil de Cataluña). 
Indudablemente, esa misma solución –la no aplicabilidad del citado precepto reglamentario– sería la procedente en 
el Derecho civil gallego a la vista de las disposiciones de la Ley 2/2006, de 14 de junio, de derecho civil de Galicia, 
que atribuye a la legítima una naturaleza claramente distinta a la establecida para el Derecho común en el Código 
Civil, pues según el artículo 249 de dicha ley «el legitimario no tiene acción real para reclamar su legítima y será 
considerado, a todos los efectos, como un acreedor». Por ello, es necesario que tal circunstancia, que para inscribir 
los actos de disposición referidos haría innecesario el consentimiento de los herederos forzosos del confesante, 
quede debidamente reflejada en el título, indicando claramente que esa ley gallega –o catalana– es la que ha regido 
la sucesión del confesante fallecido por razón de su vecindad civil (cfr. las Resoluciones de 16 de octubre de 2003, 
25 de julio de 2017, 7 de febrero de 2020, 3 de junio de 2021 y 7 de junio de 2022). 
 3. Según la doctrina de este Centro Directivo (vid. Resoluciones de 13 de junio de 2003 y 29 de junio de 
2023) la norma del artículo 95.4 del Reglamento Hipotecario es aplicable no sólo a los actos de enajenación del bien 
inscrito con carácter privativo, sino también a la adjudicación de éste mismo por herencia del cónyuge favorecido 
por la confesión, toda vez que para destruir la presunción de ganancialidad del artículo 1361 del Código Civil no es 
suficiente la confesión de un consorte sobre el carácter de la adquisición, pues ésta opera entre cónyuges (artículo 
1324 del Código Civil), pero no ante terceros que se pudieran ver afectados, como son los posibles acreedores o 
legitimarios. En congruencia con ello, disuelta la sociedad de gananciales por fallecimiento del confesante, los actos 
de disposición necesitarían el consentimiento o intervención de los legitimarios y a la hora de liquidarla también ésta 
es preceptiva para la ratificación del carácter privativo en la confección del inventario, a los efectos de quedar 
salvaguardada la cuantía de su legítima. 
 4. Lo que ocurre en el presente caso es que la confesión de privatividad se refiere a la contraprestación 
por el derecho de usufructo comprado por la esposa en cuyo favor se verifica aquélla y la configuración de este 
derecho, constituido únicamente en favor de dicha señora, es determinante para resolver la cuestión planteada. Así, 
por fallecimiento del cónyuge que adquirió el usufructo y a cuya vida está unida la existencia de este derecho, 
quedará extinguido conforme al número 1.º del artículo 513 del Código Civil y consolidarán los nudos propietarios el 
pleno dominio siendo nulo su valor a efectos de la liquidación de la sociedad conyugal. 
 En consecuencia, al haber adquirido el usufructo únicamente el cónyuge que ahora ha fallecido, queda 
extinguido aquel derecho (cfr. Resoluciones de este Centro Directivo de 10 de julio de 1975, 31 de enero de 1979, 
25 de febrero de 1993 y 30 de junio de 2012, entre otras). 
 Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso y revocar la calificación impugnada. 
 Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo 
Civil de la capital de la Provincia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, 
siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de 
la Ley Hipotecaria. 
 
 Madrid, 5 de marzo de 2024. La Directora General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, María Ester Pérez 
Jerez. 
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